	

	En la Ciudad de Córdoba, a los veintisiete días del mes de setiembre del año dos mil once, siendo las diez horas y quince minutos, se reunieron en Audiencia Pública los Sres. Vocales de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Primera Nominación, Dres. Julio C. Sánchez Torres y Guillermo P. B. Tinti a los fines de dictar Sentencia en los autos caratulados: "BONO ALEJANDRO ANTONIO C/ MUNICIPALIDAD DE PILAR - ORDINARIO - RECURSO APELACIÓN EXPED. INTERIOR (CIVIL)".- Expte Nº 2157041/36, procedentes del Juzgado de Primera Instancia y Única Nominación en lo Civil, Comercial, Conciliación y Familia de la ciudad de Río Segundo, por haberse deducido recursos de apelación en contra de la Sentencia Número Trescientos Veintiuno, de fecha 05 de noviembre de 2010 (fs. 356/372vta.) dictada por la Sra. Juez Dra. Susana E. Martínez Gavier que resolvía: " 1) Rechazar la excepción de falta de acción opuesta por la parte demandada y la citada como tercera, en un todo de acuerdo a lo expresado en el considerando precedente .-II) Hacer lugar a la demanda promovida por el Sr. ALEJANDRO ANTONIO BONO en contra de la MUNICIPALIDAD DE PILAR y en consecuencia condenar a ésta a abonar al primero en el término de diez días la suma de Pesos Cincuenta y Seis Mil Ciento Catorce con Sesenta y cinco Centavos ($56.114,75), en concepto de reparación integral de los perjuicios sufridos por el actor a consecuencia del hecho objeto de la demanda, por los rubros Daño Emergente, Pérdida de Valor Venal y Privación del Uso, discriminados en la forma expuesta en el considerando pertinente y con más los intereses fijados, los que se computarán desde las fechas establecidas.- II) Hacer extensiva la condena impuesta, en forma solidaria, a la tercero citada al proceso CAMINOS DE LAS SIERRAS S.A.-III) imponer las costas a la demandada, a cuyo fin se regulan los honorarios de los letrados intervinientes por la actora, Dres. Cristian Julio Moyano y Mariana Borsalino Migliore en conjunto y proporción de ley , en la suma de Pesos Veintitrés Mil Setecientos Dieciséis con Quince Centavos ($23.716,15).-IV) No regular honorarios en esta oportunidad a los letrados de la demandada y a los peritos intervinientes, sin perjuicio de hacerlo cuando los mismos los soliciten (art. 26 ley 9459, a contrario sensu). Protocolícese. ." 

Estudiados los autos el tribunal se planteó las siguientes cuestiones a resolver: 

PRIMERA CUESTION: ¿Procede el recurso de apelación de la citada en garantía? 

SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar? 

Efectuado el sorteo de ley, resultó que el orden de emisión de votos es el siguiente: Dr. Julio C. Sánchez Torres y Dr. Guillermo P. B. Tinti. 

A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA EL SR. VOCAL DR. JULIO C. SÁNCHEZ TORRES dijo: 

I. Contra la sentencia relacionada, cuya parte resolutiva ha sido supra transcripta la citada en garantía Caminos de las Sierras interpone recurso de apelación el que funda a fs 405/410. Los argumentos que informan dicha presentación, en lo que resulta de interés para el presente admiten el siguiente compendio: 

Luego de efectuar una reseña de las constancias de la causa, y en particular del convenio transaccional celebrado entre el actor y la demandada con posterioridad al dictado de sentencia 

a. Se agravia porque el resolutorio en crisis hace extensiva la condena a su parte, la cual ha sido citada bajo la figura de la litis denuntatio y no como demandada. Puntualiza que la parte actora nunca tuvo la intención de citar a su parte pues de lo contrario hubiera ampliado la demanda en su contra. Cita doctrina y jurisprudencia. 

Como segundo agravio manifiesta que la resolución recurrida ha violado el principio de congruencia. Para fundamentar ésta manifestación recuerda que su parte fue condenada en virtud de la omisión de tomar los recaudos necesarios para impedir para impedir el tránsito en la zona del siniestro, pero ello no fue el motivo de la citación. Muy por el contrario el llamamiento a la litis fue en virtud de la custodia y mantenimiento de árboles a la vera de la ruta. 

En tercer lugar se queja porque en la sentencia se ha estimado que la tormenta que ocasionó el siniestro no puede considerarse un caso fortuito, atento que los avances tecnológicos permiten predecir con exactitud la ocurrencia de fenómenos meteorológicos. Afirma que en el razonamiento existe una contradicción por cuanto si la tormenta no tenía entidad para ser considerada caso fortuito no se entiende porque su parte debió extremar los recaudos como si se tratara de una tormenta extraordinaria que ameritaba un corte de ruta. 

Como cuarto agravio postula que en caso de entenderse que la caída del árbol no se debió al caso fortuito, nos encontramos en presencia de una culpa exclusiva de la víctima. Si el actor conocía o debía conocer las circunstancias imperantes y no obstante ello decidió circular y detenerse bajo un árbol, la culpa del mismo surge de manera palmaria, razón por la cual la demanda debe rechazarse en todas sus partes. 

En último se agravia por la condena a resarcir el rubro privación de uso del rodado. Destaca que se condenó a su parte al pago de la suma de $35.556,46 por el mismo a pesar de que al tiempo de demandar se reclamó la suma de $3246,45. Critica la pericia contable. Remarca que si bien al tiempo de alegar el actor reajustó la pretensión a $54.000 en ningún momento amplió la demanda, pese a contar al tiempo de incoar la acción, con los elementos para justificar sus ingresos. 

II. Impreso el trámite de ley, a fs. 413/418 evacua el traslado corrido el Dr. Cristian Julio Moyano, en su carácter de apoderado del actor, solicitando el rechazo de la apelación articulada por las razones de hecho y derecho expuestas a las que doy por reproducidas en honor a la brevedad. 

III. Dictado el decreto de autos, firme y consentido queda la presente en estado de ser resuelta. 

III. a. La sentencia apelada. 

La sentencia recurrida hizo lugar a la pretensión del actor y condenó solidariamente a la Municipalidad de Pilar y la concesionaria de ruta Caminos de las Sierras a abonar la suma de pesos cincuenta y seis mil ciento cincuenta y cuatro ($56154,00) en base a los siguientes argumentos: a. Ambas demandadas asientan sus defensas en el caso fortuito y culpa de la víctima. Sin embargo un hecho de la naturaleza (fuerte tormenta) por ser tal no necesariamente encierra el carácter de imprevisible; resultando que actualmente los adelantos tecnológicos permiten predecir los fenómenos con creciente exactitud y ello permite adoptar los recaudos pertinentes; b. Los deberes estatales se vinculaban con la adopción de medidas -del tipo informativo por ejemplo- que hubiesen podido paliar las consecuencias previsibles; c. En autos se desplomó uno de los muchos árboles que flanquean la ruta. Un verdadero fenómeno impredecible hubiera determinado la caída de varios y de ello se colige que por determinados motivos el que se desplomó no estaba en condiciones de soportar la tormenta; c. La culpa de la víctima se descarta pues no se ha demostrado que al comienzo de iniciar su marcha las circunstancias hicieran desaconsejable el inicio de la actividad, sino que ellas lo sorprendieron transitando; d. Tampoco se configura la culpa por el hecho de estacionar debajo del árbol a la postre caído pues la ruta en que transitaba el actor se encuentra flanqueada de árboles, siendo irrazonable pretender que aparcara donde no los hubiera, d. La demandada y el concesionario representan a la autoridad estatal y poseen responsabilidad concurrente en el evento pues la ordenanza pertinente y las cláusulas del contrato de concesión imponen el deber conjunto de mantenimiento y debida cooperación en un área de incumbencia común; e. El rubro daño emergente, pérdida de valor venal y privación de uso se fijan conforme la pericia no impugnada. 

IV. Consideración del recurso. He de señalar en primer lugar que los fundamentos brindados en la sentencia apelada no han sido en lo absoluto conmovidos por la expresión de agravios del recurrente. Ello obstaría sin más a la continuidad de la instancia de apelación, sin embargo a los fines de no incurrir en un exceso de rigor formal ingresaré al tratamiento de las quejas vertidas. 

IV. a. Primer agravio carácter de la citación. 

En primer lugar estimo oportuno recordar que la sentencia dictada luego de la intervención de terceros los obliga igual que a los litigantes principales y será ejecutable contra ellos. (Cfr. Art. 435 del CPCC). Ésta es la regla general y no corresponde distinguir -atento que la ley no lo hace- según el tipo de intervención de terceros de que se trate. No obstante ello la doctrina reconoce supuestos en los que la sentencia no puede ejecutarse contra el citado. En este sentido se dijo " Si bien el instituto de la intervención del tercero en el proceso se asienta en los principios de celeridad y economía procesal, como así también en el de seguridad jurídica (en la medida que contribuye a evitar sentencias contradictorias en relación a supuestos esencialmente conexos), no lo es menos que el cumplimiento de tales directrices en modo alguno puede soslayar el riguroso respeto a la garantía constitucional del debido proceso y la inviolabilidad de la defensa en juicio (Art. 18 de la CN). De ello se deduce que no puede haber condena donde no hubo suficientes oportunidades defensivas." (Cfr. VENICA Código Procesal Civil y Comercial T IV. Comentario al Art. 435. Córdoba. Marcos Lerner 2001 p 222). 

En los presentes obrados la concesionaria ha sido citada, no se opuso a la misma , contestó la demanda, ofreció prueba y alegó, razón por la cual no se da ningún supuesto que autorice a no hacer extensiva la condena en su contra, atento que el contradictorio ha sido debidamente garantizado. Más aún, de la lectura de las constancias de la causa advierto que la demandada citó a la concesionaria en virtud del deber de custodia que pesa sobre la misma en relación a la arboleda que se ubica a la vera de la ruta (ver fs., 30 punto IV) y es éste el fundamento de la condena. En definitiva no encuentro razones para apartarme en el presente caso de la regla contenida en el Art. 435 del CPCC, imponiéndose en definitiva el rechazo de éste agravio. Así voto. 

IV. b. Segundo agravio. Violación al principio de congruencia. 

En rigor de verdad la suerte del presente agravio se encuentra sellada con los fundamentos brindados en el punto anterior. En relación a éste punto el apelante ha efectuado una lectura parcializada de los fundamentos del decisorio recurrido y ello determina en definitiva la ausencia total de fundamentación en relación al presente punto. Me explico. 

Caminos de las Sierras SA en cuanto concesionaria de la Ruta Nacional N° 9 tiene a su cargo no solo el mantenimiento de la ruta (a tales fines cobra el pertinente peaje) sino también el de los árboles y arbustos ubicados a la vera de las misma. Esta obligación surge del propio contrato de Concesión y es compartida con la Municipalidad en virtud de la Ordenanza N° 1099 de fecha 21.07.2005. Este es el fundamento de la condena y se encuentra correctamente desarrollado; no obstando a dicha conclusión el hecho de que a fs 369 primer párrafo se diga que la tercera debió impedir el tránsito el día del siniestro. Al respecto, no debe perderse de vista que la empresa concesionaria responde tanto por los vicios propios de la ruta como por aquellos obstáculos que impiden el libre tránsito (Art.1113 del CC -riesgo o vicio de la cosa). El deber de seguridad es lo suficientemente amplio como para abarcar en su contenido prestaciones de diverso tipo tales como la vigilancia permanente, la remoción de obstáculos, el retiro de animales, la detección inmediata de irregularidades, y la subsanación de las dificultades que pueden generarse en el tránsito por gravitación de los hechos que ocurren en las mismas rutas o zonas colindantes (Cfr. CNC Sala D 06.09.2007 "Amarilla Britez Samuel Bernardino c. Autopistas del SOL SA. Daños y Perjuicios" MJ-JU-M-16101-AR/MJJ16101; Capel CyC San Isidro Sala 3a 05.03.2009 "Abente Carlos Ramón c. Autopistas del Sol SA. Ordinario. Daños y Perjuicio". MJ-JU-M 43658/AR MJJ43658). En síntesis, mantener la ruta en condiciones de transitabilidad frente a circunstancia climáticas adversas es un deber que en el caso concreto imponía la debida fiscalización -anticipada-del estado de la arboleda aledaña a la calzada y el momento mismo de la ocurrencia del evento tomar las precauciones pertinentes para evitar la circulación atento que la tercera debía conocer que la zona registra antecedentes de caídas de árboles durante tormentas de relativa magnitud. (ver fs. 53, 100 y 116) 

Como se observa en la sentencia opugnada no se infringido el principio de congruencia atento que al momento de la citación se remarcó que Caminos de las Sierras tenía a su cargo la custodia de las especies vegetales aledañas a la ruta y en la sentencia se fundamentó la condena en dicha obligación y en el deber genérico de seguridad el cual es un principio rector para juzgar las acciones u omisiones del concesionario frente a la ocurrencia de siniestros en su ámbito de custodia. 

Por las razones expuestas corresponde el rechazo de la presente queja, expidiéndome en este sentido. 

IV. c. Agravio Tercero y Cuarto. Causales de exclusión de responsabilidad. Caso fortuito y culpa de la víctima. Trataré en conjunto estos agravios en virtud de su conexión lógica, atento que ambos apuntan a señalar la fractura del nexo causal necesario a los efectos de responsabilizar a la concesionaria. 

Sobre el particular debo destacar que conforme el Art. 514, caso fortuito es todo hecho que no ha podido preverse o que previsto no ha podido ser evitado. En doctrina se afirma que los requisitos para su configuración son los siguientes: a. Deber ser ajeno a la voluntad del deudor, por lo que el casus no se configura si el evento se debió a su propia culpa o dolo; b. Sobreviniente o posterior a la constitución de la obligación; c. Imprevisible: ello en el sentido de que los sujetos están obligados a prever lo razonablemente lógico, aunque todo depende de las circunstancias del caso, pues no existen en abstracto sucesos aptos para configurar el caso fortuito; d. Irresistible o inevitable. Al respecto se señala que a los fines del juzgamiento de ésta cuestión habrá que considerar la naturaleza del deber u obligación y las concretas circunstancias de persona, tiempo y lugar, ello sin perjuicio de cualquier falta de diligencia del deudor, sea en la previsión del acontecimiento, sea en cualquier medida para evitarlo excluye la existencia del caso fortuito (Cfr. Código Civil Comentado. Obligaciones. T I. (Trigo Represas- Compagnucci de Caso. Dir.) Santa Fe. Rubinzal Culzoni. 2005 p 184.). 

Aplicando la doctrina sentada al caso de autos advierto-a contrario de lo sostenido por el quejoso- que la caída de un árbol por una tormenta no puede en principio ser calificada como caso fortuito o fuerza mayor (Cfr. CN Apel C Sala K 22.03.2004 "Zerial Gustavo Eduardo y otro c. MCBA. Daños y Perjuicios" MJ-JU-M 2539-AR/MJJ2539). Un temporal no es un acontecimiento fortuito y la caída de un árbol provocado por el viento o la lluvia no es un hecho extraordinario ni puede sostenerse que sea imprevisible; ya que para que se configure el supuesto del Art.512, dichos vientos deben ser de una violencia excepcional que como bien señala la juez a-quo hubieran determinado la caída de numerosos árboles y no solo uno de ellos. La causa determinante del evento que nos ocupa -como fuera correctamente resuelto- fue la falta de mantenimiento y cuidado de la especie vegetal, y aquí radica el fundamento primario de la responsabilidad que se agrava por el hecho de no haber procedido al respectivo corte de la ruta -si se tomaba en cuenta que se habían omitido los controles pertinentes previos y ello agravaba la factibilidad de ocurrencia del siniestro. 

En cuanto a la supuesta culpa de la víctima, tampoco encuentro configurada la mentada causal de excepción. En la sentencia recurrida se encuentran desarrolladas con total corrección las razones por las cuales la misma no se advierte y el agravio en éste sentido aparece como una mera reiteración de la postulación formulada en la contestación. No es cierto que el actor -por el solo hecho de su trabajo -conociera o debiera conocer- que la arboleda de la zona era propicia al desprendimiento y aún así pesaba en cabeza de la concesionaria probar que al momento de iniciar la marcha fuera evidente el peligro al que se exponía y ésta actividad se encuentra incumplida por el interesado. 

IV. d. Agravio Cuarto. Privación de uso de rodado. 

El presente agravio debe ser rechazado atento que la pericia que en ésta ocasión se critica no fue impugnada en debido tiempo (Art .279 primer párrafo del CPCC) y tampoco se la consideró en la etapa de alegatos. Siendo novedosas las críticas ensayadas en este punto, no corresponde expedirse sobre ellas en virtud de que su tratamiento se encuentra vedado en ésta sede por imperio del Art. 332 del CPCC. 

Con lo dicho queda respondido el recurso de apelación articulado, dejando de ésta manera expresada mi voto sobre los puntos tratados en ésta primera cuestión. En definitiva, si mi voto es compartido propicio el rechazo de la apelación articulada y la confirmación de la sentencia recurrida en todo cuanto decide. 

A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA EL SR. VOCAL DR. GUILLERMO P.B. TINTI DIJO: 

Por considerar correctos los fundamentos expuestos por el Sr. Vocal preopinante, adhiero en un todo a los mismos. 

A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA EL SR. VOCAL DR. JULIO C. SÁNCHEZ TORRES DIJO: 

Estimo que corresponde: a. Rechazar el recurso de apelación interpuesto, confirmándose la sentencia recurrida en todo cuanto decide; b. Imponer las costas del presente a Caminos de las Sierras SA, regulándose los honorarios profesionales del Dr. Cristian J. Moyano en el 40% del punto medio de la escala que corresponda al Art. 36 del CA. 

A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA EL SR. VOCAL DR. GUILLERMO P.B. TINTI DIJO: 

Adhiero a las conclusiones a que arriba el Sr. Vocal de primer voto, estimando que debe resolverse conforme lo propone 

Atento al resultado de los votos precedentes el Tribunal, 

RESUELVE: 

1) Rechazar el recurso de apelación interpuesto, confirmándose la sentencia recurrida en todo cuanto decide. 

2) Imponer las costas del presente a Caminos de las Sierras S.A., regulándose los honorarios profesionales del Dr. Cristian J. Moyano en el 40% del punto medio de la escala que corresponda al Art. 36 del CA. 

3) Protocolícese, hágase saber y bajen. 

Julio C. Sánchez Torres. Vocal. 

Guillermo P. B. Tinti. Vocal. 

CERTIFICO: que el Sr. Vocal Dr. Mario Sarsfield Novillo ha accedido a los beneficios de la jubilación ordinaria, dictándose la presente resolución conforme lo prescripto por el art. 382 del C.P.C.C.-Oficina, 27 de setiembre de 2011. 


